A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 23 de julio de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Soria, de Lázzari, Kogan, Negri, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa P. 103.299, "Comisión Provincial por la Memoria y Comité contra la Tortura. Hábeas corpus colectivo".

A N T E C E D E N T E S

La Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, mediante el pronunciamiento dictado el 13 de diciembre de 2007, declaró inadmisible la petición de hábeas corpus colectiva interpuesta a fs. 1/18 vta., con costas (arts. 20 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires; 1, 405, 406, 417, 530 y conc. del C.P. P. ‑vid. fs. 22/24 vta.‑).

Los doctores Roberto Cipriano García, Alicia Inés Romero, Pablo Sebastián Montiel y Constanza López, abogados del Comité contra la Tortura de la Comisión Provincial por la Memoria, deducen a fs. 33/40 vta. recursos extraordinarios de nulidad y de inaplicabilidad de ley, denunciando, por un lado, la violación del art. 168 de la Constitución provincial y, por el otro, el desconocimiento de lo normado por el art. 43, párrafo segundo de la Constitución nacional; violación a la garantía del acceso a la jurisdicción ‑vid. las normas que identifica a fs. 38‑ y absurdo, para el supuesto de entenderse que el Tribunal de Casación ha descartado implícitamente que el caso planteado conlleve gravedad o interés institucional, en los términos de su propia doctrina. Señala que de ser así el resolutorio cuestionado "exhibiría un defecto grave de fundamentación, por ser incoherente o autocontradictorio, incurriendo entonces en un absurdo" (fs. 39 vta.).

Admitidos los recursos mediante el auto de fs. 44/46, oído a fs. 48/52 vta. el señor Subprocurador General, doctor Juan Angel De Oliveira, dictada a fs. 53 la providencia de autos, y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S

1°) ¿Es fundado el recurso extraordinario de nulidad deducido?

    En su caso: 

2°) ¿Lo es el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

1.‑ La Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, mediante el pronunciamiento dictado el 13 de diciembre de 2007, declaró inadmisible la petición de hábeas corpus colectiva interpuesta a fs. 1/18 vta., con costas (arts. 20 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires; 1, 405, 406, 417, 530 y conc. del Código de Procedimiento Penal ‑vid. fs. 22/24 vta.‑).

Señaló, en ese contexto, que "... el art. 417 del C.P.P. otorga a este Tribunal, por medio del recurso casatorio, una función revisora de las resoluciones adoptadas por los Tribunales inferiores en materia de Hábeas Corpus, y, siendo así, no resulta admisible la interposición originaria de tal acción en esta sede, cuando no existan motivos de excepcionalidad que la autoricen, porque ello implicaría alterar la función encomendada por la ley a este órgano jurisdiccional a través de la vía recursiva, así como el principio procesal de la doble instancia..." (ver fs. 23 vta., voto del Juez Celesia, al que se sumaron los doctores Mahiques y Mancini).

2.‑ En el recurso extraordinario de nulidad, el quejoso denuncia la omisión de tratamiento de una cuestión esencial, cual es la concerniente a la gravedad institucional que reviste la situación por la que se solicitó la intervención del a quo, lo que produciría la violación del art. 168 de la Constitución provincial.

Afirma el recurrente ‑con cita de pronunciamientos de este Tribunal y del órgano de Casación‑ que no puede guardarse silencio respecto de una cuestión susceptible de influir preponderantemente en el pronunciamiento, máxime cuando su propia jurisprudencia ha habilitado que esa situación excepcione la regla general invocada en la sentencia. 

Postula que frente a la situación denunciada "... resulta imprescindible que el a quo se avoque a su tratamiento y resuelva la problemática general que comprende a la totalidad de las personas que se encuentran privadas de su libertad en las unidades penitenciarias de la provincia de Buenos Aires..." (fs. 35 y vta.).

3.‑ Coincido con la opinión del señor Subprocurador General en punto a que el embate no puede prosperar.

La lectura del párrafo precedentemente transcripto de la sentencia impugnada demuestra que no ha existido la preterición que se denuncia. En efecto, la mención a la inexistencia de motivos de excepcionalidad que autoricen a dejar de lado la función revisora que en las acciones de este tenor el art. 417 del Código de Procedimiento Penal reserva al Tribunal de Casación, congloba la situación descripta en el recurso y calificada dentro de la doctrina de la gravedad institucional.

Es, por otra parte, materia ajena a esta vía recursiva el acierto o la profundidad con que el sentenciante resolvió la cuestión, máxime si se ha deducido también recurso de inaplicabilidad de ley (cfe., e/o, P. 93.646, sent. del 14-VI-2006; P. 80.176, sent. del 6-VII-2006; P. 95.797, sent. del 31-X-2007; etc.). 

En consecuencia, voto por la negativa.

Los señores jueces doctores de Lázzari, Kogan y Negri, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votaron la primera cuestión también por la negativa.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

1.‑ En el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley los impugnantes denuncian el desconocimiento de lo normado en el art. 43, párrafo 2°, de la Constitución nacional, al desconocer la posibilidad de accionar en defensa de derechos o intereses colectivos. También, la violación al derecho de acceso a la jurisdicción, frente a la negativa de abordar la problemática de todas las personas alojadas en unidades penitenciarias de la Provincia de Buenos aires, sometidas a continuos traslados, en violación a la Constitución nacional, los distintos instrumentos internacionales que la integran y la Constitución provincial ‑ver fs. 38‑.

Sostiene, además, que si se considera que lo resuelto por el a quo, implícitamente importó descartar que lo planteado configure un supuesto de gravedad institucional, esa interpretación sería absurda ya que exhibiría un "... defecto grueso de fundamentación, por ser incoherente o autocontradictorio..." (fs. 39 vta.), lo que quebrantaría lo normado en los arts. 106 y 415, 3° párrafo del Código de Procedimiento Penal y 1 y 18 de la Constitución nacional.

2.‑ Al plantear el hábeas corpus colectivo ante la sede casatoria, los presentantes ‑de conformidad a lo normado por el art. 43 de la Constitución nacional, 20 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, 405 y conc. del Código de Procedimiento Penal‑ y en el marco del hábeas corpus V. , ponen de manifiesto el agravamiento en las condiciones de detención de los señores A. , L.S. , C.M. , M.L. , D.G. , R.R. , C.R. , A.S. , A. , M. , O.C. , D.M. , B.R. , R. , C. N. y O.R. , y de todas las personas detenidas actualmente en el ámbito del servicio Penitenciario Bonaerense que se encuentran al igual que los mencionados, sometidos a constantes traslados, lo que "... constituye un método de coacción y tortura no solo contra aquellos/as que se atrevieron a denunciar prácticas delictivas o abusivas por parte del personal penitenciario, sino también contra todos/as los/las detenidos/as quienes son víctimas de las decisiones arbitrarias y muchas veces incoherentes que toma el SPB...", siendo ‑además‑ que con esas prácticas se "... viola el derecho a la salud, a la educación, al vínculo familiar, al trabajo (derechos todos reconocidos por las normas constitucionales nacionales e internacionales) y también atenta contra el principio de progresividad de la pena y la adecuada reinserción social..." (fs. 1 vta.).

3.‑ Sostienen los representantes del Comité contra la Tortura ‑en punto a la competencia‑ que "... lo que se persigue con la presentación incoada no es sólo la solución de la situación individual de cada detenido, sino, una respuesta concreta al conflicto colectivo que compromete al Estado provincial, en virtud de la violación permanente y sistemática de los estándares jurídicos en materia penitenciaria fijados por la Constitución nacional y diversos tratados de derechos humanos con jerarquía constitucional..." (fs. 3). Invocan, en ese sentido, la doctrina de la Corte federal recaída en el precedente "V. ", puesto que si bien en la presente acción se hace mención a distintos sujetos en su individualidad, también se contempla la situación de todas las personas actualmente detenidas en el ámbito penitenciario bonaerense. 

En ese mismo sentido aducen que la forma de abordar esta problemática que involucra un reclamo supraindividual (art. 43, C.N.), con la efectividad que proclaman los arts. 15 de la Constitución provincial y 25 del Pacto de San José de Costa Rica ‑entre otros muchos preceptos supralegales que citan‑ es a través del tratamiento originario del Tribunal de Casación Penal, "ya que es el único tribunal provincial con competencia sobre todo el territorio" de la Provincia, además, obviamente de esta Suprema Corte (v. fs. 38 y vta.).

4.‑ Considero que, más allá de lo dictaminado por el señor Subprocurador General, el recurso debe prosperar.

En efecto, la decisión del a quo ‑so pretexto de que su competencia en la materia es revisora y que no se vislumbran supuestos que excepcionen esa premisa‑ no ha tenido en consideración la doctrina que la Corte Federal estableciera al fallar en el precedente "V. , H. s/ hábeas corpus" (sent. del 3-V-2005).

Así, frente a una acción de hábeas corpus colectivo que reclama una solución aprehensiva del complejo fáctico referido ‑sin perjuicio de la respuesta concreta atinente a la problemática de cada uno de los internos individualizados en el escrito inicial sometidos a los constantes traslados de dependencias carcelarias que también pretendían su específico abordaje‑, el a quo se limitó a desestimar el caso desde la perspectiva del artículo 20 de la Constitución provincial y las reglamentaciones emergentes de los arts. 405, 417 y concordantes del Código Procesal Penal, cuando el planteo llevado a su conocimiento tenía como punto ineludible de conexión la pauta específica del art. 43 de la Constitución nacional, sin que su viabilidad le mereciera ninguna reflexión.

Tampoco explicitó cuál sería el órgano habilitado para tratar y solucionar con igual efectividad, en razón de la competencia territorial señalada, la pretensión de alcance colectivo que involucra a todos los detenidos de la Provincia de Buenos Aires, dejando, en consecuencia, a los peticionantes sin ninguna respuesta útil para atender la tutela reclamada (cf. doctr. Ac. 100.188, res. de 13‑II-2008).

De tal modo, el tribunal recurrido prescindió de compatibilizar la hermenéutica de la mentada cláusula de raigambre federal ‑art. 43, C.N.; merced a la expresa operatividad reconocida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación para la articulación del hábeas corpus colectivo in re "V. "‑ con las reglas de orden local destinadas a habilitar con el mayor rendimiento y efectividad posible el encauzamiento de ese tipo de reclamos, en pos de garantizar adecuadamente el acceso a la jurisdicción.

Brevemente: el a quo no efectuó una exégesis de los arts. 405 y 417 del Código Procesal Penal compatible con las normas supralegales que instauran la garantía del hábeas corpus colectivo y la relativa a la tutela judicial efectiva (arts. 15 y 20.1 de la Constitución provincial; 43 de la Constitución nacional; 25 del P.S.J.C.R.). Y al así hacerlo cercenó sin justificación atendible su competencia para entender en la presente acción de hábeas corpus colectivo.

Por lo tanto, la impugnación deducida ante esta instancia supera el umbral de la suficiencia, siendo, en mi opinión bastante la crítica puntualizada para casar el pronunciamiento impugnado y remitir estos obrados al órgano casatorio para que, integrado por jueces hábiles, trate la problemática que encierra la presentación luciente a fs. 1/18 vta. con arreglo al art. 43 de la Constitución nacional (cf. doctr. Ac. 100.388, res. del 28-XI-2007) ‑art. 496 y conc. del Código citado‑.

En consecuencia, voto por la afirmativa.

Los señores jueces doctores de Lázzari, Kogan y Negri, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votaron la segunda cuestión también por la afirmativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente 

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, oído el señor Subprocurador General, se resuelve:

1.‑ Rechazar el recurso extraordinario de nulidad deducido, con costas (art. 493, C.P.P.).

2.‑ Hacer lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto, casar el pronunciamiento impugnado y remitir estos obrados al órgano casatorio para que, integrado por jueces hábiles, trate la problemática que encierra la presentación luciente a fs. 1/18 vta. con arreglo al art. 43 de la Constitución nacional (art. 496, C.P.P.).

Regístrese y notifíquese. 

